



ESTRUCTURA ECOLÓGICA PRINCIPAL EN EL ORDENAMIENTO TERRITORIAL 
ECOLOGICAL PRINCIPAL STRUCTURE IN THE TERRITORIAL ORDINATION 
LILIANA ARDILA GÓMEZ 1 
Resumen: El siguiente artículo es un resultado de investigación que fue realizado en el año 2018 
y pretendió identificar la importancia de la estructura ecológica principal en el ordenamiento 
territorial. Al respecto, fueron consultados diferentes autores que corresponden a la aplicación del 
tema en una realidad socio jurídica colombiana, como es el caso de los planes de ordenamiento 
territorial como un trámite administrativo previsto en la ley, que a su vez concibe, la preservación 
de los recursos naturales y cómo es el relacionamiento que las Unidades Administrativas 
(Departamentos, Municipios o Distritos) tienen con el medio ambiente.  
Palabras claves: Estructura Ecológica, Desarrollo, Plan de Ordenamiento.  
Abstract: The next paper is a result of research conducted in 2018 and aims to identify the 
importance of the main ecological structure in land use planning. In this regard, different authors 
were consulted that correspond to the application of the topic in a Colombian legal and social 
reality, as is the case of territorial planning plans as an administrative procedure foreseen in the 
law, which in turn conceives, the preservation of natural resources and how is the relationship that 
the Administrative Units (Departments, Municipalities or Districts) have with the environment.  
Key Words: Ecological Structure, Development, Territorial Ordination.  
                                                          
1 Abogada. Especialista en derecho Ambiental de la Universidad Externado de Colombia – 





     Este artículo, analizó el concepto de la Estructura Ecológica Principal- EEP y cuál debe ser su 
alcance en el ordenamiento territorial, ligándola a la noción de “medio de vida” de soporte del 
territorio y por ende de la calidad de vida de sus habitantes (Maldonado 2001).  
     De allí, la importancia que la Estructura Ecológica Principal se encuentre integrada en el 
objetivo general de los Planes de Ordenamiento Territorial, y demás instrumentos de planificación 
y sus elementos sean claramente identificados, zonificados y definidos los usos permitidos en 
ellos, orientados a su protección, restauración y conservación, teniendo en cuenta su fragilidad y 
su funcionalidad ecológica, como soporte para la provisión de los servicios ambientales, 
privilegiando el interés general y el bien público, sobre el interés particular. 
     De igual manera, se analizó la importancia de prever en los instrumentos de ordenamiento 
territorial políticas ambientales, estrategias, programas y proyectos relacionados con la Estructura 
Ecológica Principal. 
     La principal finalidad de la investigación, fue la de ampliar los conocimientos sobre la  
Estructura Ecológica Principal como eje estructural en el ordenamiento territorial, ahondar en los 
elementos que contiene, tanto naturales como construidos, la importancia de su identificación en 
estos instrumentos de planeación y la generación de mecanismos para su uso y manejo sostenible, 
con el fin de evitar su indebida ocupación y afectación, por efecto del crecimiento desordenado de 




     Las problemáticas ambientales del proceso de expansión de los centros urbanos, son ya un 
factor común mundial y ello incide en un cambio de análisis y de perspectivas, para mejorar las 
políticas públicas y los modelos de desarrollo (Posada, 2016), tal como ha sucedido en Europa, 
donde no se mantiene ya, como única pretensión, conservar intactos los paisajes naturales, sino 
orientar su evolución, mediante instrumentos de gestión y de ordenación, esto al decir los 
múltiples convenios internacionales que ha suscrito el Gobierno de Colombia con el ánimo de 
preservar, mediante instrumentos aceptados en otras naciones, los recursos naturales del país.  
2. Descripción del Problema y Metodología. 
     Conforme a la estructura del escrito, se planteó la siguiente pregunta de investigación orientada 
desde la descripción del problema: ¿cuál es la importancia de la Estructura Ecológica Principal 
en el Ordenamiento Territorial? Así, se pretendió establecer la importancia de la Estructura 
Ecológica Principal en el Ordenamiento Territorial, definiendo sus objetivos,  su conformación y 
analizando los componentes de la Estructura Ecológica Principal en el Ordenamiento Territorial. 
Siendo la principal finalidad, la de ampliar los conocimientos sobre la Estructura Ecológica 
Principal como un eje estructural en el ordenamiento territorial, indagando así, en los elementos 
que contiene, tanto naturales como construidos, la importancia de su identificación y la 
generación de mecanismos para su uso y manejo sostenible, teniendo en cuenta que son el soporte 
del desarrollo socioeconómico de una población. 
     Para ello se tuvo en cuenta que el ordenamiento ambiental del territorio es la función atribuida 
al Estado de regular y orientar el proceso de diseño y planificación de uso del territorio y de los 




sostenible, según lo establece la Ley 99 de 1993, por la cual se crea el Ministerio del Medio 
Ambiente, hoy Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, y que de conformidad con lo 
dispuesto en el numeral 5° del artículo 31 de la precitada Ley, le compete a las Corporaciones 
Autónomas Regionales participar en los procesos de planificación y ordenamiento territorial, a fin 
de que el factor ambiental sea tenido en cuenta en las decisiones que se adopten (Ley 99, 1993). 
     De igual manera, la Ley 388 de 1997, por la cual se modifica la Ley 9ª de 1989, y la Ley 3ª de 
1991 y se dictan otras disposiciones, establece en su artículo octavo que la función pública del 
ordenamiento del territorio local la ejercen las entidades municipales mediante acciones 
urbanísticas, las cuales deben estar contenidas o autorizadas en los planes de ordenamiento 
territorial o en los instrumentos que los desarrollen o complementen y se refieren, entre otros 
asuntos, a la identificación y caracterización de los ecosistemas de importancia ambiental del 
municipio, de común acuerdo con la autoridad ambiental de la respectiva jurisdicción, para su 
protección y manejo adecuados (Carder, 2017). 
     Por lo anterior,  esta fue una investigación aplicada, ya que relacionó el derecho con otras  
disciplinas del conocimiento y con fenómenos sociales y económicos; asimismo, pudo afirmarse 
que el método es cualitativo porque no involucra mediciones numéricas, se aborda desde los 
elementos que ya se han investigado, consultando varios autores, en las bases de datos Google 
Académico, Dialnet, Scielo, Legis, jurisprudencia y la normativa vigente en el país relacionada 
con el ordenamiento territorial, los recursos naturales renovables, las áreas protegidas, los suelos 
de protección, las autoridades responsables de su uso, protección y conservación; en 




3. Fundamentación teórica  
     El siguiente estado del arte, buscó clarificar aspectos relacionados con la Estructura Ecológica 
Principal, como uno de los principales componentes en el ordenamiento territorial. Se abordará 
inicialmente desde diferentes definiciones, con el fin de identificar posteriormente sus principales 
rasgos y características. 
    La Estructura Ecológica Principal, o EEP, es entendida como la red de espacios y corredores 
que sostienen y conducen la biodiversidad y los procesos ecológicos esenciales a través del 
territorio, en sus diferentes formas e intensidades de ocupación, dotando al mismo de servicios 
ambientales para su desarrollo sostenible (IGAC, 2006).  
     En esta definición, se identifica claramente el concepto de Estructura Ecológica Principal 
como el conjunto de aspectos determinantes de la oferta ambiental en un territorio, tanto para el 
suministro de áreas, materia y energía, como para el manejo de los residuos sólidos, líquidos y 
gaseosos asociados a los procesos funcionales que satisfacen las demandas o necesidades de la 
población. 
     Atendiendo a lo establecido en el artículo 35 de la Ley 388 de 1997, en Colombia la Estructura 
Ecológica Principal (EEP) se define también como la base ambiental que soporta el territorio y 
que se selecciona y delimita para su protección y apropiación sostenible (Ley 388, 1997), dado 
que contiene los principales elementos naturales y construidos que determinan la oferta ambiental, 
conformando la plataforma estructurante a partir de la cual se articulan los sistemas urbanos y 
rurales. Surge en esta definición, como rasgo adicional al mencionado anteriormente el concepto 




que para la formulación de una política de gestión ambiental urbana se trata de la calidad de vida 
de los habitantes del territorio, en condiciones de bienestar, equidad y sostenibilidad. 
     Como consecuencia de la necesidad de espacializar dichas dinámicas de oferta y demanda, 
surge la posibilidad de desarrollar procesos de Ordenación Ambiental del Territorio, como 
herramienta técnica de planeación que se fundamenta en el análisis, evaluación y definición de 
soluciones a los problemas, conflictos y desequilibrios ambientales a corto, mediano y largo 
plazo. Esto conlleva a entender el territorio como un sistema complejo, a través de las relaciones 
que se establecen entre los diferentes subsistemas que lo conforman: bio-físico y socio-
económico, y de allí la importancia de los instrumentos de planificación ambiental como la 
Política de Gestión Ambiental Urbana, como elemento rector y de referencia para la gestión 
pública en materia ambiental de dicho territorio y la Ordenación de Cuencas Hidrográficas.  
     El conocimiento de la oferta ambiental de un territorio desde su EEP, y la correcta 
interpretación de su relación con los procesos funcionales como factores de demanda, deben 
conducir hacia la sostenibilidad de éste como rasgo característico.  
     Tal y como lo plantea Márquez (2008), otro elemento conceptual relevante son los ecosistemas 
estratégicos, cuya “insustituibilidad”, como rasgo principal, hace viables los procesos sociales en 
condiciones de bienestar, equidad y sostenibilidad. Son estos ecosistemas estratégicos los que 
soportan los servicios ecológicos, que a su vez dependen de un conjunto articulado de elementos 
naturales esenciales en la EEP.   
     Los ecosistemas estratégicos y la EEP se constituyen en elementos claves a aplicar en los 




que tiene la sociedad de los bienes y servicios prestados por la naturaleza para el desarrollo de sus 
procesos funcionales (Márquez, 2008). Dichos bienes y servicios, conocidos como servicios 
ecológicos, son soportados por los ecosistemas, equivalente natural de la infraestructura creada 
por el hombre para proveer servicios, vías, acueductos, entre otros.  
     Existen dos tipos de estructuras que soportan los procesos funcionales en un territorio, en 
primer lugar se encuentra la estructura natural, y en segundo lugar aquella creada por el hombre. 
Para el ordenamiento territorial  es necesario involucrar ambas estructuras como soporte del 
desarrollo, por lo que la sumatoria de todos sus elementos constituirá la Estructura Ecológica 
Principal (EEP), la cual puede ser objeto de diseño, construcción y mantenimiento. 
     Como elemento complementario en la identificación y desarrollo de la EEP se encuentra el uso 
de Sistemas de Información Geográfica (SIG), que permiten contrastar la Estructura Ecológica 
Mínima de Soporte (EEMS) (ideal) con la Estructura Ecológica existente en el territorio (real), 
para la formulación de estrategias que conduzcan a la adecuada gestión del territorio, 
principalmente a partir de cuatro modalidades: conservación, uso sostenible, restauración y 
recuperación. (Camargo, 2005). 
     En cuanto al marco teórico, si bien en Colombia existen normas para la protección de los 
recursos naturales renovables anteriores a la conferencia de las Naciones Unidas sobre medio 
ambiente humano, en 1972, más conocida como “Declaración de Estocolmo”, el análisis se ha 
enfocado en aquellas normas generadas a partir de esta fecha, teniendo en cuenta que los 
principios contenidos en dicha proclama se fundamentaron en la necesidad de ofrecer a los 




     En 1974, producto de la Declaración de Estocolmo, se expide el Decreto 2811, Código 
Nacional de Recursos Naturales Renovables y de Protección al Medio Ambiente, el cual dispone 
en su artículo primero que el ambiente es patrimonio común y le asigna al Estado y a los 
particulares la responsabilidad de participar en su preservación y manejo que son de utilidad 
pública e interés social, al igual que la de los recursos naturales renovables. En el Título VII “De 
la Zonificación”, prevé que para una adecuada protección del ambiente y los recursos naturales, el 
Gobierno Nacional establecerá políticas y normas sobre zonificación, y que los departamentos y 
municipios tendrán sus propias normas sujetas  a las de orden nacional (Decreto 2811, 1974). 
     La Constitución Política de 1991, establece un conjunto de disposiciones para la protección del 
ambiente y los recursos naturales; como bien lo señala la Corte Constitucional en la Sentencia de 
Tutela 411 de 1992, “en la Carta se encuentra una verdadera constitución ecológica. En su 
artículo octavo estatuye la protección de las riquezas naturales de la Nación como principio guía 
de la actuación del Estado y los particulares”. (Corte Constitucional, T411, 1992). Ese deber de 
protección del ambiente se encuentra reforzado en el artículo 79, al establecer que es deber del 
Estado proteger la diversidad e integridad del ambiente y conservar las áreas de especial 
importancia ecológica, y en el artículo 80, al consagrar el deber de prevenir y controlar los 
factores de deterioro del ambiente; prevé además, que el Estado planificará el manejo y 
aprovechamiento de los recursos naturales, para garantizar su desarrollo sostenible, su 
conservación, restauración o sustitución, adoptando un modelo de desarrollo sostenible que 
permite establecer limitaciones al ejercicio de derechos como los de la propiedad y la iniciativa 
privada y que en general subordina la actividad pública y privada al cumplimiento de ese 




     En el artículo 313, la Constitución le atribuye a los concejos municipales la facultad de 
reglamentar los usos del suelo dentro de los límites que fije la Ley y dictar las normas necesarias 
para el control, la preservación y defensa del patrimonio ecológico y cultural del municipio. La 
Ley 99 de 1993, le asigna al Ministerio la función de expedir y actualizar el estatuto de 
zonificación de uso adecuado del territorio para su apropiado ordenamiento  y las regulaciones 
nacionales sobre uso del suelo en lo concerniente a sus aspectos ambientales y a las 
Corporaciones Autónomas Regionales además de facultarlas para participar en los procesos de 
planificación y ordenamiento territorial, a fin de que el factor ambiental sea tenido en cuenta en 
las decisiones que se adopten, les atribuye la función de ordenar y establecer las normas y 
directrices para el manejo de las cuencas hidrográficas, así como reservar, alinderar, administrar o 
sustraer las áreas protegidas y los suelos de protección ubicados en su jurisdicción y reglamentar 
su uso (Ley 99, 1993). 
     En ese sentido, la Ley 388 de 1997, establece en su artículo décimo las determinantes que 
deben tener en cuenta los municipios en la elaboración y adopción de los planes de ordenamiento 
territorial -POT, entre las cuales se encuentran las relacionadas con la conservación y protección 
del medio ambiente, los recursos naturales, la prevención de amenazas y riesgos naturales, así: 
a) Las directrices, normas y reglamentos expedidos en ejercicio de sus respectivas facultades legales, 
por las entidades del Sistema Nacional Ambiental, en los aspectos relacionados con el ordenamiento 
espacial del territorio, de acuerdo con la Ley 99 de 1993 y el Código de Recursos Naturales, tales 
como las limitaciones derivadas de estatuto de zonificación de uso adecuado del territorio y las 
regulaciones nacionales sobre uso del suelo en lo concerniente exclusivamente a sus aspectos 
ambientales; b) Las regulaciones sobre conservación, preservación, uso y manejo del medio 
ambiente y de los recursos naturales renovables, en las zonas marinas y costeras; las disposiciones 
producidas por la Corporación Autónoma Regional o la autoridad ambiental de la respectiva 
jurisdicción, en cuanto a la reserva, alindamiento, administración o sustracción de los distritos de 
manejo integrado, los distritos de conservación de suelos, las reservas forestales y parques naturales 
de carácter regional; las normas y directrices para el manejo de las cuencas hidrográficas expedidas 




directrices y normas expedidas por las autoridades ambientales para la conservación de las áreas de 
especial importancia ecosistémica; c) Las disposiciones que reglamentan el uso y funcionamiento 
de las áreas que integran el sistema de parques nacionales naturales y las reservas forestales 
nacionales; d) Las políticas, directrices y regulaciones sobre prevención de amenazas y riesgos 
naturales, el señalamiento y localización de las áreas de riesgo para asentamientos humanos, así 
como las estrategias de manejo de zonas expuestas a amenazas y riesgos naturales. (Ley 388, 1997) 
     Y en el artículo 35 regula  el Suelo de Protección, cuya definición es recogida en el Decreto 
Único Reglamentario del Sector Ambiente y Desarrollo Sostenible número 1076 de 2015, como 
aquel constituido por las zonas y áreas de terrenos localizados dentro de cualquiera de las clases 
de suelo que trata la ley 388 de 1997, urbano, de expansión urbana, rural o suburbano, y que 
“tiene restringida la posibilidad de urbanizarse debido a la importancia estratégica para la 
designación o ampliación de áreas protegidas públicas o privadas, que permitan la preservación, 
restauración o uso sostenible de la biodiversidad, de importancia municipal, regional o nacional”, 
precisando que si bien dichos suelos no son categorías de manejo de áreas protegidas, pueden 
aportar a objetivos específicos de conservación, por lo tanto deben ser identificados e 
incorporados en los planes de ordenamiento territorial. (Decreto 1076, 2015). 
     Por su parte el Decreto 1504 de 1998 reglamenta el manejo del espacio público en los planes 
de ordenamiento territorial, incorporando los bienes de uso público y los elementos 
arquitectónicos, espaciales y naturales de los inmuebles de propiedad privada, que por su 
naturaleza, uso o afectación, satisfacen necesidades de uso público (Decreto 1504, 1998).  
     En el año 2007, se expide el Decreto 3600, el cual reglamenta las disposiciones de las leyes 99 
de 1993 y 388 de 1997 relativas a las determinantes de ordenamiento del suelo rural, y define la 
Estructura Ecológica Principal como el “Conjunto de elementos bióticos y abióticos que dan 




preservación, conservación, restauración, uso y manejo sostenible de los recursos naturales 
renovables, los cuales brindan la capacidad de soporte para el desarrollo socioeconómico de las 
poblaciones” (Decreto 3600, 2007), la cual es incorporada en el precitado Decreto 1076 de 2015, 
en el título III, Instrumentos para la planificación, ordenación y manejo de las cuencas 
hidrográficas y acuíferos, artículo  2.2.3.1.1.3.  
     Teniendo en cuenta que desde los años 70 se generan los desarrollos normativos relacionados 
con la identificación de elementos naturales del territorio en instrumentos de planificación, es 
importante ampliar los conocimientos sobre dichos elementos, los mecanismos a través de los 
cuáles se deben incorporar en el ordenamiento territorial y el alcance de su uso y manejo para 
permitir su sostenibilidad y lograr un adecuado modelo de ocupación territorial. 
     Como marco jurídico sobre la Estructura Ecológica Principal, se presenta la información 
contenida en la siguiente tabla, que compone, el nivel constitucional de la norma, que según Juan 
Carlos Esguerra Portocarrero, en Colombia se acoge a través de la consolidación de los elementos 
principales del modelo piramidal de Hans Kelsen. Como un segundo punto se encuentra la 
legislación y como un tercer punto la información relacionada (Kelsen, 1989). 
     Tabla 1: Marco legal o asociado sobre la Estructura Ecológica Principal  








Atenta la necesidad de un criterio y unos principios 
comunes que ofrezcan a los pueblos del mundo 








Decreto Ley 2811 
de 1974 
Artículos 1 y 30 
 
Establece que el ambiente es patrimonio común y le 
atribuye al Estado y a los particulares el deber de 
participar en su preservación y manejo y la de los 
recursos naturales renovables, los cuales son de 
utilidad pública e interés social. Para  su protección 
prevé en su artículo 30 que el Gobierno establecerá 
políticas y normas sobre zonificación y los 
departamentos y municipios tendrán sus normas 
sujetas a las de orden nacional. 
Constitución 
Política  
Artículos 8°,79 y 
80 
 
Estatuye la protección de las riquezas naturales de la 
Nación como principio guía de la actuación del Estado 
y los particulares. 
Establece que es deber del Estado proteger la 
diversidad e integridad del ambiente y conservar las 
áreas de especial importancia ecológica. 
Dispone que el Estado planificará el manejo y 
aprovechamiento de los recursos naturales, para 
garantizar su desarrollo sostenible, su conservación, 
restauración o sustitución. 
La Ley 99 de 1993 
artículos 7° y 31 
Define el ordenamiento ambiental del territorio y en 
el numeral 5º del artículo 31, asigna a las 
Corporaciones Autónomas Regionales la función de 
participar en los procesos de planificación y 
ordenamiento territorial. 
Convenio sobre la 
Diversidad 
Biológica, 1992. 
Ley 162 de 1994 
Compromete a las partes contratantes para que en la 
medida de lo posible y según proceda, establezcan un 
sistema de áreas protegidas o áreas donde haya que 
tomar medidas especiales para conservar la diversidad 
biológica. 
Ley 388 de 1997, 
artículo 8° 
Establece que la función pública de ordenamiento del 
territorio local la ejercen las entidades municipales 
mediante acciones urbanísticas, las cuales deben estar 
contenidas o autorizadas en los planes de 
ordenamiento territorial o los instrumentos que los 
desarrollen o complementen. 
Ley 388 de 1997, 
artículo 10° 
Establece las  determinantes que se deben tener en 




ordenamiento territorial municipales que tienen que 
ver con el medio ambiente y la gestión del riesgo, así: 
Las disposiciones adoptadas por el Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible, en lo que 
corresponde con: i) Limitaciones derivadas del 
estatuto de zonificación del territorio. ii) 
Regulaciones nacionales de aspectos ambientales 
sobre usos del suelo. iii) Uso y funcionamiento de 
las áreas que integran el sistema de parques 
nacionales naturales y de las reservas forestales 
nacionales. 
- Las normas proferidas por la respectiva CAR, en 
cuanto a: i) Reservas forestales y parques naturales, 
de carácter regional. ii) Distritos de manejo 
integrado y de conservación de suelos. iii) Manejo 
de cuencas hidrográficas. iv) Conservación de áreas 
de especial importancia Ecosistémica. 
- Las referidas a condiciones del riesgo, así: i) 
Políticas, directrices y regulaciones sobre 
prevención de amenazas y riesgos naturales. ii) 
Señalamiento y localización de asentamientos 
humanos en zonas de riesgo. iii) Estrategias de 
manejo de zonas expuestas a amenazas y riesgos 
naturales. 
Ley 388 de 1997, 
artículos 12° y 15° 
Los determinantes ambientales hacen parte del 
contenido estructural del componente general de los 
planes de ordenamiento territorial y se traducen en 
normas urbanísticas estructurales, las cuales 
prevalecen sobre las de otros niveles y sólo pueden 
modificarse con ocasión de la revisión general del 
plan o, excepcionalmente, a iniciativa del alcalde, con 
base en motivos y estudios técnicos debidamente 
sustentados. 
Decreto 1504 de 
1998  artículos  5º, 
7º, 8º y 17° 
Reglamenta el manejo del espacio público en los 
planes de ordenamiento territorial: El espacio público 
constituye uno de los principales elementos 
estructurales de los planes de ordenamiento territorial 
(POT), puesto que es el componente que articula la 





Clasifica los elementos constitutivos del espacio 
público en dos niveles: i) Estructural o de interés 
general nacional, departamental o municipal. ii) 
Local, zonal y barrial, al interior del municipio. 
En el componente general de los POT debe 
incorporarse la definición del sistema del espacio 
público y la delimitación de los elementos que lo 
constituyen en el nivel estructural, incluidos los 
determinantes ambientales y de riesgo. 
Las áreas para la conservación y preservación de los 
sistemas orográfico e hídrico, y las de especial interés 
ambiental, científico y paisajístico, son elementos 
constitutivos naturales del espacio público. 
Corresponde a las Corporaciones Autónomas 
Regionales la definición de las políticas ambientales, 
el manejo de los elementos naturales y las normas 
técnicas para la conservación, preservación y 
recuperación de los elementos naturales del espacio 
público. 
Decreto 3600 de 
2007 
 Define la estructura ecológica principal como el 
“conjunto de elementos bióticos y abióticos que dan 
sustento a los procesos ecológicos esenciales del 
territorio (…)  los cuales brindan la capacidad de 
soporte  para el desarrollo socioeconómico de las 
poblaciones”. Además, dispone que se cataloguen 
como suelos de protección no susceptibles de 
actuaciones urbanísticas, los terrenos que deban ser 
destinados a usos agrícolas, ganaderos y forestales o 
la explotación de recursos naturales, incluidos los que 
pertenecen a las clases agrologicas I, II y III, según la 
clasificación del IGAC, y aquellos correspondientes a 
otras clases agrologicas, necesarios para la 
conservación de los recursos hídricos, el control de 
procesos erosivos y la preservación de zonas 
forestales protectoras, de igual manera que los suelos 
con pendientes superiores a 45º. 
 Decreto 2372 de 
2010 
Reglamenta el Sistema Nacional de Áreas Protegidas, 
las categorías de manejo que lo conforman y los 










Decreto 1640 de  
2012 
 
Reglamenta los instrumentos para la planificación, 
ordenación y manejo de las cuencas hidrográficas y 
acuíferos. Define la estructura ecológica principal 
como el conjunto de elementos bióticos y abióticos 
que dan sustento a los procesos ecológicos esenciales 
del territorio, cuya finalidad principal es la 
preservación, conservación, restauración, uso y 
manejo sostenible de los recursos naturales 
renovables, los cuales brindan la capacidad de soporte 
para el desarrollo socioeconómico de las poblaciones. 
Plan Nacional de 
Desarrollo “Todos 




Crecimiento Verde  
Estableció retos en materia de degradación de los 
ecosistemas, contaminación y conflictos ambientales. 
Frente al aumento de las condiciones de riesgo 
identifica una débil incorporación del análisis de 
riesgo en los planes de ordenamiento territorial. 
Como objetivos contempla: 
1. Avanzar hacia un crecimiento sostenible, en que 
prevé la construcción sostenible a través de la cual se 
busca disminuir los impactos negativos sobre el 
ambiente, generados por los procesos inadecuados de 
planeación. 
2. Proteger y asegurar el uso sostenible del capital 
natural y mejorar la calidad y la gobernanza 
ambiental. La implementación de esta estrategia se 
realizará a través de acciones tales como: a) Avanzar 
en la elaboración y socialización de la Estructura 
Ecológica Principal y  adoptar el Estatuto de 
Zonificación de uso adecuado del territorio. b) 
Avanzar en la formulación e implementación de los 
Planes de Ordenación y Manejo de Cuencas –
POMCA, los Planes de Manejo Ambiental de 
Microcuencas, entre otros. 
 Decreto 2245 de 
2017 
Establece los criterios técnicos con base en los cuales 
las autoridades ambientales deben  realizar los 






4. Resultados o Hallazgos   
 
4.1.Objetivos de la Estructura Ecológica Principal 
 Identificar los elementos naturales estructurantes de un territorio, con el propósito de 
reconocer la oferta ambiental. 
 Brindar los elementos suficientes para incorporar de manera adecuada los elementos 
constitutivos naturales en el ordenamiento territorial.  
 Garantizar la protección y prestación de servicios ambientales asociados a los elementos 
de la estructura ecológica en el territorio municipal. 
 
4.2.Conformación de la Estructura Ecológica Principal en el Ordenamiento Territorial y 
análisis de los componentes 
     Los elementos que conforman la estructura ecológica principal se clasifican en Áreas Naturales 
Protegidas y Áreas de Especial Importancia Ecosistémica; las primeras, hacen parte del Sistema 
Nacional de Áreas Protegidas y en consecuencia no pueden ser desconocidas ni modificadas en 
los planes de ordenamiento territorial, sus delimitaciones y usos deben incorporarse y respetarse.  
Para su protección los municipios deben armonizar el ordenamiento de las zonas amortiguadoras 




     Las Áreas de Especial Importancia Ecosistémica, son elementos indispensables para la 
preservación y defensa del patrimonio ecológico y ambiental de los municipios, no obstante, su 
identificación  e incorporación en los planes de ordenamiento territorial se realiza de acuerdo con 
las condiciones ambientales de cada municipio. 
Adicionalmente, existen otras áreas que no hacen parte de los suelos de protección del municipio, 
pero debido a su funcionalidad y utilidad, deben ser identificadas y planificadas, ya que por sus 
características en la prestación de servicios ambientales, especialmente en las zonas con desarrollo 
urbano se consideran complemento a la Estructura Ecológica Principal. 
 
Tabla 2: Componentes de la Estructura Ecológica 
Componentes de la Estructura Ecológica Principal  
Áreas Naturales Protegidas Áreas Protegidas de Ámbito Nacional 
Áreas Protegidas de Ámbito Regional 
Áreas Protegidas de Ámbito Local 
Áreas de Especial Importancia Ecosistémica Para la Protección del Recurso Hídrico 
Para la Protección de la Biodiversidad 
Para la Protección del Paisaje y la 
Cultura  
Áreas Forestales Protectoras de 
Pendientes y Laderas 
Áreas expuestas a Riesgos no 
Mitigables y Amenaza alta    
Estructura Ecológica Complementaria  
Zonas con función amortiguadora  
Corredores ambientales no pertenecientes a la EEP 
Parques y estructura de áreas verdes urbanas 
 





4.2.1. Áreas Naturales Protegidas 
     Se entiende como un área definida geográficamente que haya sido designada o regulada y 
administrada a fin de alcanzar objetivos específicos de conservación. ( Convenio Int, 1992).  Estas 
áreas hacen parte del Sistema Nacional de Áreas Protegidas –SINAP, cuya finalidad es contribuir 
a los objetivos de conservación del país. Las categorías se definen según su ámbito de gestión y 
competencias de manejo, como se explica a continuación.  
 
a) Áreas Protegidas de Ámbito Nacional 
      Dentro de las áreas protegidas de orden nacional se encuentra el Sistema de Parques 
Nacionales Naturales. La reserva, delimitación, alinderación y declaración de las áreas del 
Sistema de Parques Nacionales Naturales corresponde al Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible, su administración y manejo corresponden a la Unidad Administrativa Especial del 
Sistema de Parques Nacionales Naturales -UAESPNN. Estas áreas son: 
 
       *Parques Nacionales Naturales. El Código Nacional de Recursos Naturales Renovables  los 
ha definido como aquellas áreas con autorregulación ecológica, que no han sido  alterados por la 
explotación u ocupación del hombre, con valores excepcionales,  para cuya protección son 





      *Santuarios de Fauna y Flora. De igual manera, el Código los define como aquellas áreas 
dedicadas a la preservación de comunidades vegetales o animales silvestres para conservar los 
recursos genéticos nacionales. 
b) Áreas Protegidas de Ámbito Regional.  
      Las autoridades ambientales regionales son las encargadas de reservar, delimitar, declarar y 
administrar las áreas protegidas en el ámbito regional; las categorías  de las áreas protegidas 
regionales fueron definidas en el Decreto 2372 de 2010, que reglamenta el Decreto Ley 2811 de 
1974, la Ley 99 de 1993, la Ley 165 de 1994 y el Decreto Ley 216 de 2003, en relación con el 
Sistema Nacional de Áreas Protegidas, así: 
 
       *Parques Naturales Regionales (PNR).  Espacios geográficos en los que paisajes y 
ecosistemas estratégicos en la escala regional, mantienen la estructura, composición y función, así 
como los procesos ecológicos y evolutivos que los sustentan y cuyos valores naturales y culturales 
asociados se ponen al alcance de la población humana para destinarlas a su preservación, 
restauración, conocimiento y disfrute.  
 
      *Reservas Forestales Protectoras (RFP). Espacios geográficos en los que los ecosistemas de 
bosque mantienen su función, aunque su estructura y composición haya sido modificada y los 
valores naturales asociados se ponen al alcance de la población humana para destinarlos a su 
preservación, uso sostenible, restauración, conocimiento y disfrute. Esta zona de propiedad 
pública o privada se reserva para destinarla al establecimiento o mantenimiento y utilización 





       * Distritos de Manejo Integrado (DMI). Espacios geográficos en los que los paisajes y 
ecosistemas mantienen su composición y función, aunque su estructura haya sido modificada y 
cuyos valores naturales y culturales asociados se ponen al alcance de la población humana para 
destinarlos a su uso sostenible, preservación, restauración, conocimiento y disfrute.  
 
       *Distritos de Conservación de Suelos (DCS). Espacios geográficos cuyos ecosistemas 
estratégicos en la escala regional, mantienen su función, aunque su estructura y composición 
hayan sido modificadas y aportan esencialmente a la generación de bienes y servicios 
ambientales, cuyos valores naturales y culturales asociados se ponen al alcance de la población 
humana para destinarlos a su restauración, uso sostenible, preservación, conocimiento y disfrute.  
 
       *Áreas de Recreación (AR). Espacios geográficos en los que los paisajes y ecosistemas 
estratégicos en la escala regional, mantienen la función, aunque su estructura y composición hayan 
sido modificadas, con un potencial significativo de recuperación y cuyos valores naturales y 
culturales asociados, se ponen al alcance de la población humana para destinarlos a su restauración, 
uso sostenible, conocimiento y disfrute.  
c) Áreas Protegidas de Ámbito Local -  Reservas Naturales de la Sociedad Civil.   
Creadas por Ley 99 de 1993 y reglamentadas por el Decreto 1996 de 1999, donde fueron 
definidas como: (…) la parte o el todo del área de un inmueble que conserve una muestra de un 
ecosistema natural y sea manejado bajo los principios de la sustentabilidad en el uso de los 




participación de las organizaciones sin ánimo de lucro de carácter ambiental. Por lo tanto, 
corresponde a la iniciativa del propietario del predio, de manera libre, voluntaria y autónoma, 
destinar la totalidad o parte de su inmueble como reserva natural de la sociedad civil. 
 
4.2.2. Áreas de Especial Importancia Ecosistémica. 
      Son elementos indispensables para la preservación y defensa del patrimonio ecológico y 
ambiental de los municipios, por lo tanto, deben ser identificados en los instrumentos de 
planificación, con el fin de establecer medidas para su protección.   
a) Para la Protección del Recurso Hídrico. 
Áreas cuya finalidad es garantizar el suministro adecuado del recurso hídrico en calidad y 
cantidad para el consumo humano, uso doméstico y procesos productivos. 
     *Microcuenca abastecedora de acueductos. Su delimitación y reglamentación es 
competencia de la autoridad ambiental. 
     *Predios adquiridos para la protección del recurso hídrico. De acuerdo con lo dispuesto en 
la Ley 99 de 1993, la obligación de adquirir dichos predios está a cargo de los entes territoriales y  
las autoridades ambientales. 
     *Áreas Forestales Protectoras (AFP) para la protección del recurso hídrico superficial. 
Su delimitación y reglamentación es competencia de la autoridad ambiental. 
 
b) Para la Protección de la Biodiversidad. 
      Estas áreas las componen los siguientes elementos: “In situ”: Humedales y lagunas, relictos 







c) Para la protección del Paisaje y la Cultura. 
       Son elementos reconocidos, diferenciados por las comunidades que permiten un disfrute 
visual, estético, o recreativo, como cerros, colinas, manantiales, arroyos o cascadas. (Carder,2017) 
Se clasifican en: *Orográficos.  *Hídricos    
d) Áreas forestales protectoras de Pendientes y Laderas. 
Son zonas que deben ser conservadas permanentemente con bosques naturales o plantados, 
para proteger estos mismos recursos u otros naturales renovables,  en los cuales debe prevalecer el 
efecto protector. (Decreto Ley 2811, 1974) 
e) Áreas expuestas a Riesgos no Mitigables y Amenaza Alta. 
       La identificación y  delimitación de estas áreas es una obligación a cargo de los municipios de 
acuerdo con lo dispuesto en el Decreto 1077 de 2015. Se clasifican en: *Zonas de riesgo alto no 
mitigable *Zonas expuestas a Amenaza Alta 
 
4.2.3. Estructura Ecológica Complementaria (EEC) 
     Como ya se explicó, los elementos constitutivos de la EEC no hacen parte de los suelos de 
protección del municipio, pero por sus características en la prestación de servicios ambientales, 
deben ser identificados y planificados; éstos son:  




El precitado Decreto 2372 de 2010 prevé que los suelos circunvecinos y colindantes a las áreas 
protegidas deben cumplir una función amortiguadora que permitan mitigar los impactos que las 
acciones humanas puedan causarles. 
 
b) Corredores ambientales no pertenecientes a la EEP.  
Son porciones del territorio que permiten restaurar y conducir procesos ecológicos esenciales 
entre áreas protegidas u otros elementos del paisaje que contribuyen a la prestación de bienes y 
servicios ambientales. 
      c) Parques y estructura de áreas verdes urbanas.  
Las áreas verdes urbanas se consideran aquellos espacios abiertos cubiertos por vegetación 
(árboles, arbustos, pasto o plantas) tales como parques, jardines, huertos, bosques, cementerios y 
áreas deportivas, que pueden tener diferentes usos directos (recreación activa o pasiva) o 
indirectos (una influencia positiva en el medio ambiente urbano) para los usuarios; conectan los 
ecosistemas de la periferia con la ciudad y prestan importantes servicios, como el control de la 
temperatura urbana, mejora de la calidad del aire, protección de la biodiversidad, control de 
ruidos, entre otros. (Carder, 2017). 
 
4.3. Incorporación de la Estructura Ecológica en el Ordenamiento Territorial y 
estrategias para su uso y manejo sostenible 
     Los elementos que integran la estructura ecológica principal y la estructura ecológica 




instrumentos de planificación ambiental y en los planes de ordenamiento territorial, a fin de 
garantizar su protección y conservación.  
     Se definen, los usos permitidos, prohibidos y complementarios, teniendo en cuenta lo 
dispuesto en el artículo 332 del Código Nacional de Recursos Naturales Renovables y de 
Protección al Medio Ambiente, en el Decreto 2372 de 2010, y en las reglamentaciones expedidas 
por las autoridades ambientales, puesto que, como lo explicó la Corte Constitucional en sentencia 
del año 1996, al Concejo Municipal le corresponde, finalmente, “reglamentar” los usos del suelo  
con base en las directrices y pautas que a nivel nacional y regional produzcan las autoridades 
competentes, a las cuales les corresponde dicha función “por mandato de la Constitución y de la 
ley”, pues fueron designadas para el efecto por el Constituyente, artículo 208 de la C.P., y por el 
legislador a través de la ley 99 de 1.993, en desarrollo de la facultad de intervención que para las 
materias específicas a las que se refieren los numerales 7 y 9 del artículo 313 de la Carta Política, le 
atribuyó categóricamente el Constituyente al Estado, en el artículo 334 de la Carta Política. (Corte 
Constitucional, C534 D-1171, 1996). 
     También, concluyó la Corte al respecto,  
si lo que el Constituyente otorgó a los municipios fue la facultad reglamentaria en materia de uso de 
suelos y protección del patrimonio ecológico dentro de su territorio, lo que hizo fue habilitarlos para 
que, con base en la ley o leyes que regulen dichas materias, éstos emitan preceptos dirigidos a la 
ejecución de las mismas, siendo tal competencia más o menos amplia en unos u otros municipios, 
según la importancia, por su impacto, del manejo de su ecosistema en los ecosistemas regionales y 
nacional. La potestad reglamentaria le permite a los municipios la expedición de normas o acuerdos 
municipales sobre manejo de suelos y protección del patrimonio ecológico de los municipios, y la 
adecuación de las normas legales de carácter general a sus necesidades, singularidades y 
expectativas, sin desvirtuarlas, contradecirlas o desconocerlas. Si el Constituyente hubiere querido 
radicar en cabeza de los municipios la facultad de regulación integral de los usos del suelo y de la 
protección de su patrimonio ecológico, descartando la intervención del nivel nacional, no se hubiera 
limitado a otorgarles la facultad reglamentaria, sino que les hubiere reconocido una potestad 
normativa más completa que superara lo puramente reglamentario, por fuera de los límites 
claramente señalados en el artículo 287 de la C.P.”. (Corte Constitucional, C534 D-1171, 1996). 
 
     En cuanto a las estrategias y medidas estructurales de mediano y largo plazo para la protección 
y conservación del medio ambiente y los elementos de la Estructura Ecológica del municipio, 




     De igual manera, en el programa de ejecución, deben definirse los programas y proyectos de 
carácter ambiental que tengan incidencia territorial, orientados a racionalizar las intervenciones 
sobre el territorio, su desarrollo y aprovechamiento sostenible, los cuales serán tenidos en cuenta 
en los Planes de Desarrollo Municipal. 
     Para lograr una verdadera efectividad en el desarrollo de dichos programas y proyectos  se 
requiere involucrar a los actores sociales y tomadores de decisiones desde individuos, 
organizaciones e instituciones hasta gremios y sectores académicos, sociales o económicos 
(Minambiente, 2017) 
5. Conclusiones  
     Entendiendo la biodiversidad como el conjunto de seres vivos que al interactuar con el medio 
físico generan ecosistemas que brindan a los seres humanos bienestar e incrementan su calidad de 
vida, es innegable la imperiosa necesidad de trabajar en la identificación de la Estructura 
Ecológica Principal -EEP, y en su incorporación en los instrumentos de planificación del 
territorio, ya que las áreas que la integran aseguran la permanencia de nuestra biodiversidad. 
     Por este motivo, los elementos que integran esta EEP deben ir más allá de las áreas protegidas 
que hoy integran el Sistema Nacional de Áreas Protegidas –SINAP; Colombia es un país mega-
diverso, cada municipio tiene sus propias condiciones ambientales, sociales y económicas, que 
deben reconocerse y protegerse, ya que  juegan una función importante frente al Sistema, prestan 
bienes y servicios ambientales a la población, como los parques, jardines, cerros, charcos, 




reglamentar el manejo del espacio público en los planes de ordenamiento territorial, el cual no ha 
sido entendido como parte fundamental de dicho ordenamiento. 
     La riqueza normativa en materia ambiental del país, con la cual nuestros legisladores han 
querido proteger y conservar estas áreas, no ha sido aplicada por quienes tienen la competencia 
funcional de hacerlo; los entes territoriales y las corporaciones autónomas regionales han sido 
menos frente a las obligaciones que cada una de estas normas les asigna, lo cual ha implicado un 
grave deterioro de dichas áreas. 
     Pero la sola identificación de la EEP en los instrumentos de planificación del territorio no nos 
garantizará su conservación y preservación, se requiere generar procesos participativos en las 
acciones que deban adoptarse al interior de las mismas, pues solo las comunidades que las habitan 
conocen y sienten la importancia de su existencia. 
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